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Área de Justicia Económica. Orcid: https://orcid.org/0000-

0001-7615-7475



Omisiones  
que matan
Estándares en 
seguridad vehicular 
y calidad del aire, 
su impacto en los 
derechos humanos

Paula Angarita Tovar

Johnattan García Ruiz

Diana Guarnizo Peralta



Angarita, Paula.
	 Omisiones que matan. Estándares en seguridad vehicular y calidad del aire, su 
impacto en los derechos humanos / Paula Angarita Tovar, Johnattan García Ruiz, 
Diana Guarnizo Peralta. -- Bogotá: Editorial Dejusticia, 2021.
	 69 páginas; gráficas; 24 cm. -- (Documentos; 66)
	 ISBN 978-958-5597-78-5
1. Seguridad vehicular 2. Contaminación atmosférica 3. Siniestros viales 4. Salud 
pública 5. Foro Mundial de Armonización de Estándares Vehiculares (WP.29). I. Tít. 
II. Serie.

Documentos Dejusticia 66
OMISIONES QUE MATAN 
Estándares en seguridad vehicular y calidad del aire,  
su impacto en los derechos humanos

Este libro ha sido elaborado con la ayuda de una subvención de The Global Road 
Safety Partnership, un proyecto organizado por la Federación Internacional  
de Sociedades de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja (FICR). El contenido de este 
documento es responsabilidad exclusiva de los autores y en ningún caso puede 
considerarse que refleja las posiciones de la Federación Internacional.

ISBN:	 978-958-5597-79-2	 Versión digital 
	 978-958-5597-78-5	 Versión impresa

Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad, Dejusticia
Calle 35 Nº 24-31, Bogotá, D.C.
Teléfono: (57 1) 608 3605
Correo electrónico: info@dejusticia.org
https://www.dejusticia.org

Este texto puede ser descargado gratuitamente en https://www.dejusticia.org
Licencia Creative Commons 4.0 Internacional  
Atribución - No Comercial - Compartir Igual.

Corrección de estilo: Andrés Felipe Hernández C.
Preprensa: Marta Rojas
Cubierta: Alejandro Ospina
Impresión: Ediciones Antropos Ltda.
Bogotá, junio de 2021



Contenido

Introducción................................................................................................... 7

1.	SEGURIDAD VEHICULAR Y CALIDAD DEL AIRE: 
	 IMPACTOS DIRECTOS E INDIRECTOS EN VIDAS 
	 PERDIDAS................................................................................................. 11

Siniestralidad vehicular.................................................................... 11

Contaminación atmosférica............................................................ 15

2.	INTENTOS DE UNIFICACIÓN NORMATIVA  
	 EN MATERIA DE SEGURIDAD VEHICULAR  
	 Y CALIDAD DEL AIRE A NIVEL GLOBAL............................................ 21

3.	LA REGULACIÓN SOBRE SEGURIDAD VEHICULAR 
	 Y CALIDAD DEL AIRE: SU IMPACTO EN  
	 LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS.......................... 27

Derecho a la vida, a la integridad personal y a la salud............ 27

Derecho al medio ambiente sano en torno  
a la calidad del aire........................................................................... 33

Derecho de niños, niñas y adolescentes...................................... 37

4. 	OBLIGACIONES ESTATALES RESPECTO DEL SECTOR 
	 EMPRESARIAL EN EL MARCO DEL DERECHO  
	 INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS......................... 41

La responsabilidad de las empresas de respetar  
derechos humanos ........................................................................... 45

CONCLUSIÓN................................................................................................ 49

BIBLIOGRAFÍA ............................................................................................ 51





7 Documentos Dejusticia  66

INTRODUCCIÓN
Transportarnos es una necesidad vital. A diario realizamos desplazamien-
tos en medios motorizados con el fin de desempeñar funciones vitales —
tales como trabajar, educarnos, socializar y recrearnos— o para impulsar 
la economía a través del transporte de bienes y servicios. Dentro de las 
distintas formas de transporte, el vehicular es una de las más frecuentes. 
Se calcula que, al menos, en Bogotá D.C. y su área metropolitana1 se rea-
lizan alrededor de 2,3 millones de viajes diarios en vehículos particulares 
(Alcaldía de Bogotá, 2019).

El incremento del transporte vial ha supuesto una carga importante 
para la salud de las personas, que se manifiesta en forma de traumatismos 
por siniestros de tránsito y enfermedades respiratorias. Cada día se pre-
sentan siniestros viales que afectan la vida, la salud y la integridad de miles 
de personas alrededor del mundo, lo que la convierte en una de las 10 pri-
meras causas de pérdida de vidas humanas a nivel mundial (Organización 
Mundial de la Salud [OMS], 2018a). Históricamente, estas situaciones 
han sido presentadas como “accidentes” y se ha señalado que ocurren de-
bido a los comportamientos y/o los estados de los usuarios en las vías. Por 
otro lado, millones de personas ven afectado su estado de salud día a día 
por la nociva calidad del aire que se respira, lo que ocasiona el aumento de 
enfermedades cardiorrespiratorias. De hecho, a nivel mundial una de cada 
ocho muertes fueron atribuibles a los efectos de la contaminación atmos-
férica (Organización Mundial de la Salud [OMS], 2018b). 

1	 Los municipios aledaños a Bogotá que conforman el área metropolitana 
son 18: La Calera, Sopo, Tocancipá, Gachancipá, Zipaquirá, Tabio, Cajicá, 
Chía, Tenjo, Cota, Funza, Madrid, El Rosal, Facatativá, Funza, Mosquera, 
Bojacá, Soacha y Sibaté.

VOLVER A LA TABLA DE CONTENIDO
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En ambos casos, la ausencia de estándares de seguridad vehicular y 
calidad del aire terminan impactando, ya sea de manera directa o indirec-
ta, vidas humanas y, con ello, los derechos a la salud, la vida y el medio 
ambiente sano de millones de personas. En efecto, aunque no se trata de 
acciones voluntarias o deseadas, el daño generado por la inacción u omi-
sión estatal se manifiesta de forma clara en fallecimientos que podrían ser 
fácilmente prevenibles con una acción regulatoria.

Y es que la ausencia de un marco legal que fije estándares claros en 
seguridad vehicular y calidad del aire se convierte en un determinante es-
tructural que explica el mayor número de muertes asociado a estas causas. 
La literatura más reciente sobre los determinantes sociales de la salud con-
sidera que las normas actúan como determinantes legales de la misma, en 
tanto que por medio de ellos se abordan las causas sociales y económicas 
subyacentes a lesiones y enfermedades (Comité de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, 2017, párr. 16) (Gostin et al., 2019). De esta 
manera, la ausencia de un marco regulatorio que eleve el nivel de pro-
tección en estos ámbitos facilita un estándar laxo para que las industrias, 
como actor dominante en las transacciones comerciales, establezcan el 
estándar de conducta más conveniente a sus intereses comerciales.

A modo de ejemplo, en materia de seguridad vehicular, no todos los 
vehículos cuentan con las mismas características2 unificadas a nivel mun-
dial. Esto ocurre por diferentes motivos. Por un lado, los fabricantes y co-
mercializadores de vehículos ofrecen diferentes elementos de seguridad, 
que generalmente están asociados al costo del automóvil. Por otra parte, 
hay países en donde la regulación de estos elementos no exige los mismos 
requisitos de seguridad que en otros. Estas diferencias en las característi-
cas de los vehículos —que se escapan de la órbita del comportamiento de 
conductores, pasajeros y peatones— generan efectos directos e indirectos 
en torno a la protección de los derechos humanos, y a la vez ocasionan ni-
veles inequitativos de protección entre distintos grupos socioeconómicos 
y entre distintos países. Igualmente, en materia de calidad de aire son po-
cos los países, en especial en la región de América Latina, que cuentan con 

2	 La seguridad vehicular tiene dos aspectos: la seguridad pasiva, que es 
entendida como el conjunto de todos aquellos elementos que contribuyen 
a proporcionar una mayor eficacia y estabilidad al vehículo en marcha, y 
en la medida de lo posible, a evitar un accidente; y la seguridad activa, 
comprendida como los elementos que reducen al mínimo los daños que 
se pueden producir cuando el accidente es inevitable.
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legislaciones actualizadas sobre esta materia y que cumplen con los pará-
metros de la Agencia de Protección Ambiental de los EE. UU. (USEPA, 
por sus siglas en inglés) y los valores guía de la Organización Mundial de la 
Salud (OMS). Del mismo modo, en materia ambiental vehicular no todos 
los automóviles se comercializan con dispositivos de control de contami-
nantes y sistemas de diagnóstico a bordo3 (OBD, por sus siglas en inglés), 
porque la legislación no exige la inclusión de este tipo de dispositivos.

Desde Dejusticia, como centro de investigación dedicado al forta-
lecimiento del Estado de derecho y a la promoción de los derechos hu-
manos en Colombia y el Sur Global, consideramos que la ausencia de 
una regulación sobre seguridad vehicular y emisión de contaminantes en 
automotores genera resultados negativos en materia de protección de los 
derechos humanos. Así, en este texto pretendemos presentar las razones 
por las cuales estos dos aspectos son un asunto que debe abordarse desde 
una perspectiva del derecho internacional de los derechos humanos. Este 
documento indaga, entonces, sobre el impacto que tiene la ausencia de 
medidas de seguridad vehicular y de control de emisiones contaminantes 
en los derechos de las personas, particularmente los derechos a la salud, 
la vida y el medio ambiente sano. Analiza, además, las obligaciones que, 
tanto para los estados como para la industria, se derivan del marco inter-
nacional en relación con estos temas.

Con este objetivo, luego de esta breve introducción, se estudiará el 
impacto en la salud pública de los siniestros viales y la calidad del aire (sec-
ción 1). Posteriormente, se hará una breve descripción de la normatividad 
en materia de seguridad vehicular y calidad del aire a nivel global y regional 
(sección 2). Luego, se analizarán las obligaciones que se derivan del derecho 
internacional de los derechos humanos para los estados en esta materia 
(sección 3), así como las obligaciones para las industrias (sección 4). 
Finalmente, se estructuran unas conclusiones preliminares respecto del 
objeto de estudio (sección 5).

3	 El denominado OBD (On Board Diagnostics) es un sistema de diagnóstico 
vehicular incorporado al vehículo, como sus siglas en inglés lo indican, que 
tiene la función de controlar y monitorear el nivel de emisiones que genera 
la unidad y determinar si esta contamina. Para más información, consultar: 
Comisión Nacional para el Uso Eficiente de la Energía [CONUEE], 2017.
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1.	 SEGURIDAD VEHICULAR Y CALIDAD DEL AIRE: 	
	 IMPACTOS DIRECTOS E INDIRECTOS EN VIDAS 	
	 PERDIDAS

Siniestralidad vehicular
De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud, aproximadamente 
1.35 millones de personas mueren al año a causa de siniestros en las vías, 
y estos son la principal causa de defunción en los niños y jóvenes de 5 a 29 
años (Organización Mundial de la Salud [OMS], 2018a). Igualmente, casi 
la mitad (49 %) de las personas que mueren en las vías de tránsito del mun-
do son peatones, ciclistas y motociclistas (Organización Panamericana de 
la Salud [OPS], 2019), y entre 20 y 50 millones de personas alrededor del 
mundo sufren traumas no mortales que, en la mayoría de los casos, generan 
algún tipo de lesión (Organización Mundial de la Salud [OMS], 2018a).

Este asunto es tan importante a nivel global que para el año 2015 la 
Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) in-
cluyó en dos de las metas de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2030 
respecto de esta temática. En la meta 3.6, la ONU consagró la reducción 
de la mitad del número de muertes y lesiones causadas por accidentes de 
tráfico en el mundo para 2020; y la meta 11.2 estableció el acceso a siste-
mas de transporte seguros, asequibles, accesibles y sostenibles para todos, 
ampliando el transporte público y mejorando la seguridad vial para el 2030.

A su vez, el Plan Mundial para el Decenio de Acción para la Seguri-
dad Vial 2011-2020 de las Naciones Unidas y la OMS1, adoptado por la 

1	 El Plan Mundial de Seguridad Vial (nombre abreviado del documento an-
tes mencionado) promueve soluciones económicas y de eficacia probada 
para mejorar estos aspectos en las siguientes esferas: (i) gestión de la 
seguridad vial; (ii) vías de tránsito y movilidad más seguras; (iii) vehículos 

VOLVER A LA TABLA DE CONTENIDO
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Asamblea Mundial de la ONU en 2010, invitó a todos los líderes a im-
plementar medidas dirigidas a reducir el número de víctimas mortales en 
siniestros de tránsito en todo el mundo. Aunque los factores que inciden 
en este fenómeno incluyen aspectos comportamentales de los usuarios 
de las carreteras, las características de los vehículos también tienen un 
papel importante en los resultados fatales de los siniestros viales. Estos 
aspectos son definidos bajo el concepto de seguridad vehicular —tanto 
activa como pasiva—, entendida como la estructura y los elementos de 
protección de los vehículos que están diseñados para proteger a pasajeros 
y terceros en las vías, y que inciden en la mortalidad2 y morbilidad3.

A nivel regional, las lesiones causadas por siniestros viales son una de 
las principales causas de muerte y discapacidad, incluso, ocupan el quinto 
lugar entre las causas más frecuentes de pérdida de salud. La tasa anual de 
fallecidos en siniestros viales es de 19.2 por 100 000 habitantes, más del 
doble de las cifras de los países con economías desarrolladas (Furas et al., 
2019). La Organización Panamericana de la Salud (OPS) emprendió la 
iniciativa Agenda de Salud Sostenible para las Américas 2018-20304 (OPS, 
s. f.) como una respuesta del sector de la salud a los compromisos asu-
midos por los Estados en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible5, 

más seguros; (iv) usuarios de vías de tránsito más seguros; y (v) respuesta 
tras los accidentes y atención hospitalaria más seguras.

2	 Mortalidad: termino que se utiliza para la tasa de muertes, tasa de mor-
talidad o el número de defunciones en cierto grupo de personas en deter-
minado período. “Es posible notificar la mortalidad de personas con cierta 
enfermedad, que viven en un área del país o que son de determinado 
sexo, edad o grupo étnico” (Instituto Nacional del Cáncer, s. f.-b).

3	 Morbilidad: “se refiere a la presentación de una enfermedad o síntoma de 
una enfermedad, o a la proporción de enfermedad en una población. La 
morbilidad también se refiere a los problemas médicos que produce un 
tratamiento” (Instituto Nacional del Cáncer, s. f.-a). 

4	 La Agenda de Salud Sostenible para las Américas 2018-2030, constituye el 
marco de políticas y planificación estratégica de más alto nivel en la Región 
de las Américas. Es un llamado a la acción colectiva para lograr niveles más 
altos de salud y bienestar en la Región en su conjunto y en los Estados Miem-
bros, teniendo en cuenta el nuevo contexto regional y mundial. (OPS, s. f.)

5	 Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) constituyen un llamado uni-
versal a la acción para poner fin a la pobreza, proteger el planeta y me-
jorar las vidas y las perspectivas de las personas en todo el mundo. En 
2015, todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas aprobaron 17 
Objetivos como parte de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, 
en la cual se establece un plan para alcanzar los Objetivos en 15 años. 
(Naciones Unidas, s. f.)
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junto con los temas inconclusos de los Objetivos de Desarrollo del Mile-
nio (ODM) y la Agenda de Salud para las Américas 2008-2017. Dentro 
de los objetivos, el noveno plantea la reducción de la morbilidad, la disca-
pacidad y la mortalidad por enfermedades no transmisibles, traumatismos, 
violencia y trastornos de salud mental. Del mismo modo, dentro de las me-
tas específicas se estableció la reducción a la mitad del número de muertes y 
traumatismos causados por tránsito en la región.

El país con mayor tasa de muertes por siniestros de tránsito en las 
Américas es Santa Lucía (35.4 fallecidos por 100 000 habitantes), seguido 
por República Dominicana (34.6); por otro lado, los países con menor tasa 
son Barbados (5.6) y Canadá (5.8). Colombia tiene una tasa de mortali-
dad de 16.18 por 100 000 habitantes (Observatorio Nacional de Seguridad 
Vial [ONSV], 2020), la anterior cifra lo ubica dentro de los 10 primeros 
países que tienen las más altas tasas de mortalidad en la región y a nivel 
mundial, frente a aquellos países en los que los vehículos que se ponen en 
circulación cumplen con los estándares mínimos en seguridad vehicular, 
tal como lo indican las  gráficas 1 y 2.

En la gráfica 2, los países que se enmarcan con color azul oscuro 
indican una tasa de mortalidad menor a 10 puntos, y coinciden con 

GRÁFICA 1. 
Tasa de mortalidad por 100 000 habitantes en los países  
de Región de las Américas para el año 2016

FUENTE: Organización Panamericana de la Salud [OPS], 2019.
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aquellos que se encuentran adheridos al Foro Mundial para la Armo-
nización de la Reglamentación sobre Vehículos de las Naciones Unidas 
(que se pueden observar más adelante en la gráfica 4). Por otro lado, 
aquellos países que se destacan con el color azul claro tienen una tasa de 
mortalidad de entre 10 a 20 puntos. Dentro de esta categoría se enmar-
can la mayoría de los países de América Latina, los cuales, como men-
cionaremos en los siguientes párrafos, no se encuentran adheridos al 
Foro Mundial y en algunos casos cumplen solo con ciertos reglamentos 
o con casi ninguno. Del mismo modo, en color casi blanco, amarillo y 
rojo resaltan aquellos países que cuentan con las tasas más altas de mor-
talidad como consecuencia de los siniestros viales, y que tampoco se 
encuentran adheridos al Foro Mundial WP.29 o cumplen con ninguno 
de sus reglamentos.

Desafortunadamente, los siniestros ocasionados por el tránsito con-
llevan elevados costos socioeconómicos. No solo las víctimas y sus fami-
lias, sino también los países sufren considerables pérdidas económicas a 
causa de ellos: los costos derivados representan del 1 % al 3 % del producto 
nacional bruto en la mayoría de las naciones. Sin embargo, para los países 
de ingresos bajos y medianos, se calcula que los traumatismos causados 
por el tránsito generan para los gobiernos costos de aproximadamente el 
3 % del PIB, incluso hasta del 5 % (OPS, 2019). Aunado a lo anterior, más 
del 90 % de las defunciones y traumatismos causados por el tránsito se 
producen en países de ingresos bajos y medios, donde tan solo circulan el 
54 % de los vehículos matriculados a nivel mundial (OMS, 2017b).

Contaminación atmosférica
Paralelamente, la contaminación atmosférica es el quinto factor más alto 
de riesgo de mortalidad en todo el mundo y es responsable de más muer-
tes que muchos otros factores de riesgo conocidos, como el consumo de 
alcohol y la inactividad física. Cada año, más de 6 000 millones de perso-
nas, incluidos 2 000 millones de niños, respiran aire perjudicial para su sa-
lud y bienestar (Organización Mundial de la Salud [OMS], 2018c). Para 
2016, aproximadamente el 58 % de las muertes prematuras relacionadas 
con la contaminación atmosférica se debieron a cardiopatías isquémicas 
y accidentes cerebrovasculares, mientras que el 18 % ocurrieron gracias a 
enfermedad pulmonar obstructiva crónica e infecciones respiratorias agu-
das, además, el 6 % fueron ocasionadas por el cáncer de pulmón.

VOLVER A LA TABLA DE CONTENIDO
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La OMS ha indicado que la contaminación del aire representa un 
importante riesgo medioambiental de salud pública, tanto para las econo-
mías desarrolladas como para las economías en desarrollo (ver gráfica 3). 
Sin embargo, son los países de ingresos bajos y medios los que soportan 
una carga desproporcionada de contaminación del aire en ambientes ex-
teriores. Para 2016, más del 90 % de la población mundial experimentó 
concentraciones medias anuales de partículas en suspensión de menos de 
2,5 micras (PM2,5) (Organización Mundial de la Salud [OMS], 2018c)6 
—un indicador de contaminación urbana—, con lo cual sobrepasaron 
los estándares recomendados por la guía de calidad del aire de la OMS 
(Health Effects Institute, 2019). Adicional a lo anterior, esta problemática 
tiene un costo económico en lo relativo a la salud humana, la pérdida de 
productividad, la reducción del rendimiento de los cultivos y la menor 
competitividad de las ciudades conectadas a escala mundial.

El Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente ha 
sostenido que el sector del transporte es responsable de casi una cuarta 
parte de las emisiones globales de contaminantes (United Nations Envi-
ronment Programme, 2020). Los contaminantes del aire claves que rela-
cionan la salud humana y la ambiental son el material particulado grueso 
(PM10) y el fino (PM2,5), el dióxido de nitrógeno (NO2) y el dióxido de 
azufre (SO2). En particular, las emisiones de los vehículos son una fuente 
importante de material particulado fino (PM2,5) y de óxidos de nitróge-
no (NO2) (United Nations Environment Programme, 2020).

El material particulado fino constituye el contaminante atmosférico 
más preocupante en lo que respecta a la salud humana, dado que estas 
partículas inhalables y respirables son una de las principales causas del 
incremento de la mortalidad y morbilidad por causas respiratorias y car-
diovasculares a nivel mundial. Estos contaminantes del aire son invisibles 
a simple vista y pueden causar un daño considerable a nuestro organismo 
como, por ejemplo, inflamación del tejido pulmonar. De hecho, para la 
OMS la exposición a las partículas PM2,5 causa alrededor de 7 millones 

6	 PM grueso (entre 2.5 y 10 micras): proviene de la suspensión o resus-
pensión de polvo, tierra, u otros materiales de la carretera, la agricultura, 
minería, tormentas de viento o volcanes (incluyen sales marinas, polen, 
moho, esporas y otros materiales biológicos). 

	 PM fino (< 2.5 micras): proviene de emisiones de procesos de combus-
tión, tales como el uso de vehículos de gasolina y diesel, la combustión de 
combustibles para generación de energía y procesos industriales.
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de muertes al año (Organización Mundial de la Salud [OMS], 2018c). 
Por su parte, la exposición a los óxidos de nitrógeno (NO2) —emitidos 
principalmente por el transporte de automóviles, en particular por aque-
llos con motores diésel— es una de las principales causas de enfermeda-
des tales como bronquitis, asma o infecciones respiratorias.

Basado en lo anterior, en el año 2012 la conferencia de Naciones 
Unidas sobre el Desarrollo Sostenible estableció dentro de la meta 11.6 
de los ODS 2030 reducir el impacto ambiental negativo en las ciudades, 
prestando especial atención a la calidad del aire y la gestión de los dese-
chos municipales y de otros tipos. Para ello, se ha recomendado tomar 
acciones tales como la utilización de vehículos pesados de motor diésel 
más limpios y el uso vehículos y combustibles de bajas emisiones, espe-
cialmente con bajo contenido de azufre.

Igualmente, se han implementado distintos esfuerzos a nivel mun-
dial para lograr una medición de la calidad del aire y sus efectos en la salud, 
con la finalidad de tener un control sobre esta problemática y adecuar la 
regulación ambiental necesaria. En este sentido, la OMS desarrolló una 
guía de calidad del aire que tiene por objetivo ofrecer una orientación 
técnica para reducir los efectos de la contaminación del aire en la salud. 
Esta guía se enfoca en cuatro contaminantes comunes del aire: material 
particulado (MP), ozono (O2), dióxido de nitrógeno (NO2) y dióxido de 
azufre (SO2); además, aporta información a los encargados de la formu-
lación de políticas, planteando diversas opciones para la gestión de la ca-
lidad del aire en distintas partes del mundo. Por su parte, la iniciativa The 
World Air Quality Project ha desarrollado un índice en tiempo real —con 
puntuaciones que van de 0 a 500 y se categorizan entre bueno, moderado, 
no saludable, insalubre, muy poco saludable y peligroso— con la finalidad 
de ayudar a los países a tomar las medidas que se consideren necesarias 
para controlar la calidad del aire, especialmente en aquellos lugares que se 
ubiquen en las categorías insalubre y peligroso.

En la actualidad, algunas ciudades de América Latina superan los um-
brales establecidos por la OMS. A pesar de los esfuerzos para abordar esta 
problemática (Morantes et al., 2016), siguen prevaleciendo niveles insalu-
bres de partículas y otros contaminantes en el aire (Vergara et al., 2019). 
Uno de los factores más influyentes es el hecho de que la región está alta-
mente urbanizada. Esto implicó el desarrollo de una infraestructura para 
atender los servicios y bienes necesarios para la población, lo que a su vez 
ocasionó una mayor necesidad de movilizarse en transporte automotor.
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Como consecuencia de lo anterior, un alto porcentaje de la pobla-
ción total latinoamericana se encuentra expuesta a los efectos de estos 
contaminantes descritos anteriormente, lo cual representa una problemá-
tica de salud ambiental. Este punto toma especial relevancia cuando las 
estimaciones muestran que las emisiones de gases contaminantes prove-
nientes del transporte van en aumento de manera más rápida (en com-
paración con otro sector, como el sector de generación de electricidad) 
como consecuencia del aumento de la flota global de automóviles ligeros, 
la cual se espera que sea el doble de aquí al 2050 (United Nations Environ-
ment Programme, 2020).

Además, informes del Programa de las Naciones Unidas para el 
Medio Ambiente han señalado que algunos países de la región —como 
México, Perú o Panamá— permiten dentro de sus legislaciones la im-
portación de carros usados de países con economías desarrolladas, tales 
como la Unión Europea, EE. UU. y Japón. Un informe de 2020 mostró los 
impactos frente a los derechos a la salud y al medio ambiente de los ciu-
dadanos, y constató que al menos el 9 % de los vehículos que se importan 
anualmente corresponden a los países de América Latina que permiten el 
ingreso de esta clase de automóviles (United Nations Environment Pro-
gramme, 2020). Es importante destacar que Colombia dentro de su legis-
lación tiene prohibida la importación de vehículos usados.

La contaminación atmosférica representa una problemática para la 
salud de los ciudadanos, por esta razón, las reducciones en las emisiones 
y la exposición a material contaminante se traducen en costos evitados 
de enfermedad y reducciones generales en la morbilidad y mortalidad de 
los ciudadanos. Los beneficios estimados como consecuencia de la elimi-
nación del uso de diésel en sector del transporte en las áreas urbanas, 
donde se concentra la exposición al particulado contaminante, permiti-
rían una reducción en costos anuales de salud evitados de alrededor de 
30 mil millones de dólares (World Bank & Institute for Health Metrics 
and Evaluation, 2016). A modo de ejemplo, según las estimaciones del 
Banco Mundial, los costos en materia de salud derivados tan solo de la 
contaminación atmosférica en espacios abiertos alcanzaron los $5,7 bi-
llones, una cifra equivalente al 4,8 % del Producto Interno Bruto (PIB) 
mundial de 2016 (World Bank & Institute for Health Metrics and Eva-
luation, 2016).

La  gráfica 3 es un indicativo mundial del riesgo en salud medio 
ambiental que existe a causa de la contaminación atmosférica y su 
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impacto en los DALYs7. La contaminación atmosférica, como lo hemos 
expuesto, tiene unas consecuencias determinantes para la salud de los ciu-
dadanos. En tanto que es el sector transporte uno de los principales pro-
ductores de las emisiones contaminantes (dentro de las que se encuentra 
el material particulado), existen efectos sustanciales de la contaminación 
atmosférica sobre la salud humana, la economía y el medio ambiente. Esto 
ocurre en particular en países de ingresos bajos y medianos —como lo 
referencia la anterior gráfica—, donde las principales causas son las emi-
siones industriales, los gases de tubos de escape de los vehículos y las sus-
tancias químicas tóxicas.

7	 El año de vida ajustado por discapacidad (DALY, por sus siglas en inglés) 
es una medida basada en el tiempo que combina los años de vida perdi-
dos debido a la mortalidad prematura (YLLs, por sus siglas en inglés) y los 
años de vida perdidos en estados de salud menos que plena o años de 
vida saludable perdidos debido a una discapacidad (YLDs, por sus siglas 
en inglés). Un DALY representa la pérdida del equivalente a un año de 
plena salud. Puede consultarse esta información en: World Health Orga-
nization [WHO]. (s. f.). Disability-adjusted life years (DALYs). The Global 
Health Observatory. https://bit.ly/3gunfRR
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2.	 INTENTOS DE UNIFICACIÓN NORMATIVA  
	 EN MATERIA DE SEGURIDAD VEHICULAR  
	 Y CALIDAD DEL AIRE A NIVEL GLOBAL

Tanto por razones de salud pública como por razones de comercio inter-
nacional, diferentes países han intentado unificar los criterios de regu-
lación de seguridad en los vehículos que transitan en sus territorios. Al 
respecto, la OMS considera que “existen algunos reglamentos de las Na-
ciones Unidas sobre la seguridad de los vehículos que, si se aplicaran a los 
criterios de fabricación y producción de los países podrían salvar muchas 
vidas” (Organización Mundial de la Salud [OMS], 2018a). En ese mismo 
sentido, el Plan Mundial de Seguridad Vial estableció que contar con ve-
hículos más seguros y mejorar los sistemas de transporte sostenible, como 
una de las formas de mitigar la contaminación atmosférica, era uno de los 
cinco pilares de su estrategia global. A efectos de cumplir con este pilar, la 
OMS alentó a los Estados miembro a incluir dentro de sus ordenamientos 
jurídicos y a aplicar las reglamentaciones de seguridad sobre vehículos de 
motor elaboradas por el Foro Mundial de las Naciones Unidas para la Ar-
monización de las Reglamentaciones sobre Vehículos (OMS, 2011).

El Foro Mundial para la Armonización de la Reglamentación sobre 
Vehículos (también conocido como WP.29, por sus siglas en inglés) es 
un grupo de trabajo adscrito a la División de Transporte Sostenible de 
la Comisión Económica de las Naciones Unidas para Europa (en inglés, 
UNECE). Este organismo busca la consolidación del marco global para la 
regulación, entre otras cosas, mediante la administración de tres acuerdos 
de las Naciones Unidas relativos a los vehículos de motor: los Acuerdos de 
1958 y 1998 sobre la regulación de certificación de nuevos vehículos y el 
Acuerdo de 1997 sobre las inspecciones técnicas periódicas de vehículos 
en uso. Estos acuerdos son instrumentos de derecho internacional y se 
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encuentran registrados en la Colección de Tratados de las Naciones Uni-
das de la siguiente manera:

El primero es el Acuerdo de 1958, oficialmente denominado “Acuerdo 
relativo a la adopción de prescripciones técnicas uniformes para vehícu-
los de ruedas, equipos y repuestos que puedan montarse y/o utilizarse 
en esos vehículos y las condiciones para el reconocimiento recíproco de 
las homologaciones concedidas sobre la base de esas prescripciones” y fir-
mado el 20 de marzo de 1958 en Ginebra, Suiza (Colección de Tratados 
de las Naciones Unidas, Capítulo XI. B.16). Actualmente, este tiene 54 
partes contratantes, incluyendo a la Unión Europea y a países como Japón, 
Sudáfrica, Tailandia, Nueva Zelanda y Nigeria. Sin embargo, ningún país 
del continente americano hace parte del Acuerdo (Agreement concerning 
the Adoption of Harmonized Technical United Nations Regulations for 
Wheeled Vehicles, 1958).

El Acuerdo de 1998, por su parte, está registrado como “Acuerdo 
relativo al establecimiento de normas técnicas mundiales aplicables a los 
vehículos de ruedas y a los equipos y repuestos que puedan montarse o 
utilizarse en esos vehículos”, fue firmado en Ginebra el 25 de junio de 
1998 (Colección de Tratados de las Naciones Unidas, Capítulo XI. B.3) 
y a la fecha cuenta con 38 partes contratantes. A diferencia del Acuerdo 
de 1958, este acuerdo cuenta con la participación de las Américas por me-
dio de Canadá y los Estados Unidos, aunque no cuenta con ningún país 
de Latinoamérica o el Caribe (Agreement concerning the Establishing of 
Global Technical Regulations for Wheeled Vehicles, 1998).

Finalmente está el Acuerdo de 1997, oficialmente llamado “Acuerdo 
relativo a la adopción de condiciones uniformes para la inspección técnica 
periódica de los vehículos de ruedas y el reconocimiento recíproco de las 
inspecciones” (Colección de Tratados de las Naciones Unidas, Capítulo XI. 
B.31). Este acuerdo del 13 de noviembre de 1997 cuenta hoy con 16 par-
tes contratantes (Agreement concerning the Adoption of Uniform Con-
ditions for Periodical Technical Inspections of Wheeled Vehicles, 1997).

Los Acuerdos de 1958 y 1998 establecen los mecanismos de apro-
bación y certificación de vehículos nuevos, pero tienen diferencias impor-
tantes entre ellos. En particular, el Acuerdo de 1958 establece el marco 
legal y administrativo por el cual se desarrollan los Reglamentos Técni-
cos de las Naciones Unidas (en inglés, UNR), que a la fecha alcanzan los 
152 y están distribuidos en asuntos relacionados con seguridad activa; 
seguridad pasiva; protección del medio ambiente; vehículos autónomos, 
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automatizados y conectados; el uso de sistemas de retención infantil; y 
otras consideraciones generales (United Nations Economic Commission 
for Europe, 2017). Por su parte, el Acuerdo de 1998 está enfocado en el 
desarrollo de Reglamentos Técnicos Globales de las Naciones Unidas (en 
inglés, UN GTR) en cuatro campos principales: seguridad, protección 
ambiental, fuentes de energía y prevención de robos.

Tanto los Reglamentos Técnicos del Acuerdo de 1958 como los Re-
glamentos Técnicos Globales del Acuerdo de 1998 ofrecen estándares 
mínimos de protección en torno a dos aspectos principales, seguridad 
vehicular y compatibilidad con el medio ambiente. Estos reglamentos pro-
veen a los ocupantes de vehículos y a terceros en las vías una mayor protec-
ción en caso de un siniestro vial, y promueven la inclusión de dispositivos 
de control de contaminantes en los automóviles. El Foro Mundial para 
la Armonización de las Regulaciones de Vehículos (WP.29) tiene varios 
organismos subsidiarios que se encargan de trabajar los reglamentos de 
Naciones Unidas para determinados temas.

Por un lado, el Grupo de Trabajo sobre Seguridad Pasiva (GRSP), 
como órgano subsidiario, se encarga de preparar propuestas regulatorias 
sobre este tipo de seguridad para el WP.29. Este grupo de expertos realiza 
investigaciones y análisis con el fin de desarrollar requisitos de seguridad 
pasiva para vehículos en relación con el Control Electrónico de Estabili-
dad, los frenos ABS, los cinturones de seguridad y las bolsas de aire, en-
tre otros elementos de seguridad vehicular. Por el otro lado, el Grupo de 
Trabajo sobre Contaminación y Energía (GRPE) es el órgano subsidiario 
del Foro Mundial para la Armonización de las Regulaciones de Vehícu-
los (WP.29) que prepara propuestas regulatorias sobre contaminación y 
eficiencia energética. Este órgano trabaja en el análisis y estudio princi-
palmente de los siguientes reglamentos: (i) RN 83, “sobre las disposicio-
nes técnicas para los estándares de emisiones contaminantes hasta Euro 
6 para automóviles”; (ii) RN 49, “sobre las disposiciones técnicas para 
los estándares de emisiones contaminantes hasta Euro 6 para camiones 
y autobuses”; y (iii) RN10, que contiene “las disposiciones técnicas para 
la medición del consumo de combustible y las emisiones de CO2 de los 
automóviles”.

El reporte del estado global de seguridad vial (Global status report 
on road safety 2018) de la OMS advirtió que para el 2018 únicamente 
40 países del mundo implementan al menos 7 de los 8 reglamentos téc-
nicos prioritarios de las Naciones Unidas relacionados con la seguridad 
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vehicular, mientras que 124 países implementan únicamente 1 reglamen-
to o, en el peor de los casos, ninguno de ellos (WHO, 2018). En América 
Latina y el Caribe, 4 países —Argentina, Brasil, Ecuador, y Uruguay— 
aplican de 2 a 6 normas de seguridad de los vehículos y 24 países no han 
puesto en práctica ninguna (ver gráfica 4) (OPS, 2019). Cabe destacar 
que la OMS con anterioridad había advertido, en su informe de 2015, que 
la implementación de estándares en seguridad vehicular juega un rol crí-
tico tanto en la prevención de siniestros viales como en la reducción de 
la probabilidad de lesiones de gravedad en caso de un siniestro (WHO, 
2015a).

Países como EE.UU. y Canadá han optado por implementar sus pro-
pios reglamentos en seguridad vehicular, el Federal Motor Vehicle Safety 
Standards (FMVSS) y el Code of Federal Regulation (CFR) de la EPA, 
para aquellos casos en que los vehículos han sido producidos en estos paí-
ses, o bien para las autopartes que estén destinadas a la producción de ve-
hículos. Estos reglamentos especifican requisitos de diseño, rendimiento, 
durabilidad y eficiencia energética para vehículos motorizados; además 
de componentes, sistemas y características de diseño regulados relacio-
nados con la seguridad del automóvil. La autorregulación de la industria 
automotriz, si bien propende por la comercialización de vehículos más 
seguros dada la normatividad mencionada, establece normas que podrían 
ser más rigurosas en materia de seguridad vehicular. También se presen-
tan casos en que los países no consagran dentro de su legislación una re-
gulación autónoma o, en caso de hacerlo, esta no es tan rigurosa, como 
ocurre en los países de la región de América Latina. Por ello, la comunidad 
internacional ha unido esfuerzos para estandarizar los reglamentos en se-
guridad vehicular que propenden por el uso común de tecnologías que 
favorecen la salud pública y el comercio internacional.

Diferentes investigaciones comparten la preocupación de la OMS 
por lograr una implementación universal de estándares mínimos de se-
guridad, especialmente en economías emergentes en donde se ha eviden-
ciado un incremento significativo del parque automotor (OMS, 2018a). 
En 2019, la firma consultora de seguridad vehicular TLR presentó un in-
forme en el que concluyó que entre 2020 y 2030 se podrían salvar 15 000 
vidas en Argentina, México, Chile y Brasil si en estos países se implemen-
taran algunos de los estándares mínimos como, por ejemplo, resistencia 
de choques (cinturones de seguridad y sus anclajes, así como protec-
ción de ocupantes en colisión frontal y lateral) (UNR 14, 16, 94 y 95), 
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prevención de choques y control electrónico de estabilidad (UNR 140 o 
UN GTR 8), protección de peatones (UN R127 o UN GTR 9) y sistema 
de Frenado Autónomo de Emergencia para Usuarios Vulnerables de las 
Vías (Wallbank et al., 2019). Igualmente, un informe de la OMS estima 
que la aplicación de las reglamentaciones de las Naciones Unidas sobre 
seguridad de los vehículos en cuatro países clave de América Latina per-
mitiría salvar 40 000 vidas y evitar 400 000 traumatismos graves hasta el 
2030 (OMS, 2017b)1. 

Por otra parte, diferentes estudios han demostrado que la reducción 
de las emisiones contaminantes impacta positivamente en la salud de la 
población, con lo que mejora su calidad de vida. Por ejemplo, duran-
te 1996 hubo una disminución en el tráfico por los Juegos Olímpicos 
en Atlanta, Georgia que redujo los ingresos hospitalarios por asma en un 
48 % (Friedman et al., 2001). Además, un estudio que buscaba realizar 
una evaluación del impacto de la concentración de material particulado 
PM10 en la salud medio ambiental en el Área Metropolitana de Ciudad de 
México –para cuantificar los beneficios para la salud de varios escenarios 
de reducción de la contaminación del aire por PM y O3– arrojó que las 
reducciones de los niveles de PM10 y de O3 evitarían 2 300 y 400 muertes 
anuales respectivamente. El mayor impacto en la salud se observó en el 
grupo de más de 65 años y en la mortalidad por enfermedad cardiopulmo-
nar y cardiovascular (Riojas-Rodríguez et al., 2014).

1	 La evaluación económica indicó que estas reducciones en el número de 
víctimas podrían suponer un ahorro de USD 143 000 millones entre 2016 
y 2030.
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3.	 LA REGULACIÓN SOBRE SEGURIDAD VEHICULAR 	
	 Y CALIDAD DEL AIRE: SU IMPACTO EN  
	 LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS

Un estudio presentado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) 
en torno al cumplimiento de los estándares en seguridad vehicular en la 
región reveló que la exigencia en los países de América Latina de los Re-
glamentos de las Naciones Unidas podría tener diferentes impactos en la 
salud pública de la población. Dos de los posibles efectos son la reducción 
del número de siniestros vehiculares y la disminución en la cantidad en 
las personas que al año mueren y se enferman como consecuencia de la 
emisión de efectos contaminantes emitidos por los vehículos (Furas et al., 
2019).

Teniendo en cuenta lo anterior, y la influencia tanto directa como 
indirecta que surge de la implementación de los acuerdos internacionales 
de 1958 y 1998 en la salud pública de las poblaciones, es innegable el im-
pacto de estos estándares en la protección de los derechos humanos de los 
ciudadanos de los países contratantes, especialmente en lo que respecta 
a la protección del derecho a la vida, a la salud y al medio ambiente sano. 
Esta sección analizará las obligaciones que tienen los Estados en el marco 
del derecho internacional de los derechos humanos para la protección y 
garantía de estos derechos, haciendo un especial énfasis en las obligacio-
nes con los niños como sujetos de especial protección.

Derecho a la vida, a la integridad personal y a la salud
Los siniestros causados por el tránsito y la contaminación atmosférica 
constituyen un grave problema de salud pública y medio ambiental, por 
lo que ocupan los primeros lugares entre los factores de riesgo mundiales 
de mortalidad y morbilidad. A su vez, múltiples instrumentos del derecho 
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internacional de los derechos humanos ponen en cabeza de los Estados 
la garantía de protección de la vida y la salud de sus ciudadanos. De hecho, 
los artículos 3 y 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
de 1948 señalan el derecho de todo individuo a la vida y a tener un nivel de 
vida adecuado que le asegure su salud. De acuerdo con el preámbulo de la 
Declaración, los Estados miembro deben implementar las medidas necesa-
rias que estén dirigidas a la protección de estos derechos. Bajo el supues-
to de que existe la posibilidad de exigir mejores estándares de seguridad 
vehicular para salvaguardar la vida y la salud de los ciudadanos, los países 
deberían adelantar esfuerzos para adherirse a los reglamentos técnicos de 
las Naciones Unidas señalados en los Acuerdos de 1958 y 1998.

La obligación de los países de tomar medidas progresivas y pertinen-
tes para la protección del derecho a la salud está incorporada en el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales adoptado 
en 1966. Particularmente, su artículo 12 establece el deber de los Esta-
dos miembro de reconocer el derecho de toda persona al disfrute del más 
alto nivel posible de salud física y mental, en adición al deber a tomar las 
medidas necesarias para prevenir las enfermedades. Puede llegar a inter-
pretarse que esto incluye aquellas muertes y lesiones asociadas a siniestros 
viales. A esta lectura se suma lo señalado en la Observación General No. 14 
del año 2000 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
En primer lugar, el Comité aclara que el derecho a la salud no se limita 
a la atención de la salud, sino que “abarca una amplia gama de factores 
socioeconómicos que promueven las condiciones merced a las cuales las 
personas pueden llevar una vida sana, y hace ese derecho extensivo a los 
factores determinantes básicos de la salud” (Distr. General ONU, 2008b). 
La seguridad vehicular y las regulaciones en calidad del aire, como un con-
junto de elementos que tienen el potencial de determinar la salud y la vida 
de los usuarios de las vías, también estarían incluida dentro de los deter-
minantes legales y sociales de la salud (WHO, 2010).

Por otra parte, el Comité sostiene que el derecho a la salud impone 
a los Estados una obligación de proteger y cumplir. El deber de proteger, 
por su parte, exige a los Estados adoptar las medidas necesarias para evi-
tar que terceros violenten el derecho a la salud de las personas. Precisa-
mente, de esta manera los reglamentos técnicos en materia de seguridad 
vehicular buscan evitar que los fabricantes y comercializadores ofrezcan 
a los consumidores de vehículos un nivel de protección menor del mí-
nimo definido por la comunidad internacional. En cuanto a su deber de 
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cumplir, se requiere que los Estados adopten medidas apropiadas de ca-
rácter legislativo para dar plena efectividad al derecho a la salud. Adoptar 
los acuerdos internacionales relativos a la seguridad vehicular y calidad 
del aire podría ser considerada una de dichas medidas legislativas. Esto re-
sulta claro al considerar que aplicar los reglamentos técnicos que incluyen 
estos acuerdos se traduce en brindar a los ciudadanos mejores vehículos, 
lo que resulta en una menor incidencia de fatalidades y lesiones graves en 
las vías y en que se logre reducir la emisión de efectos contaminantes que 
afectan la calidad del aire.

En ese mismo sentido se han estructurado los informes del Relator 
Especial del Derecho a la Salud de las Naciones Unidas, que definen los 
alcances del derecho de salud bajo el supuesto de que tiene obligaciones 
inmediatas, aunque esté supeditado a la realización progresiva1. Por tan-
to, el derecho internacional de los derechos humanos establece el deber 
de actuar con debida diligencia, abordando la relación con los derechos 
económicos, sociales y culturales, respecto de los cuales los Estados se 
comprometieron a adoptar “todas las medidas apropiadas” que tiendan 
a lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos correspon-
dientes (Distr. General ONU, 2008a y 2008c).

Dentro de dichas medidas se encuentran las medidas legislativas, 
que incluyen la adopción de una normatividad adecuada, y aquellas que 
garanticen el acceso efectivo a un recurso judicial que asegure la protec-
ción de los derechos de manera efectiva y sin discriminación (Distr. Gene-
ral ONU, 2008a). En efecto, las obligaciones contenidas en los diferentes 
artículos del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales deben 
cumplirse de acuerdo con lo establecido en artículo 2, parágrafo 1: “Los 
medios que deben emplearse para dar cumplimiento a la obligación de 
adoptar medidas se definen en el párrafo 1 del artículo 2 como, todos los 
medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legisla-
tivas” (Asamblea General de las Naciones Unidas, 1976). Adicionalmen-
te, en la Observación n.° 3 de 1999, el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales determinó que la adopción de medidas legislativas 
no están limitada o condicionada, y que incluso las mismas pueden llegar 

1	 La realización paulatina significa que los Estados partes tienen la obli-
gación concreta y permanente de avanzar lo más rápida y efectivamente 
posible hacia la plena realización del derecho a la salud.
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a ser indispensables para la realización progresiva de los derechos conte-
nidos en el Pacto, en particular del derecho a la salud.

A nivel regional, la Convención Americana de Derechos Humanos 
(CADH) incluye provisiones frente a la obligación de los Estados de pro-
teger la vida y la salud de sus ciudadanos. El primer numeral del artículo 
4 menciona que los Estados deben proteger el derecho a la vida, mientras 
que el artículo 26 de la Convención y el artículo 10 del Protocolo Adicio-
nal a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) 
destacan la realización progresiva del derecho al disfrute del más alto nivel 
de bienestar físico, mental y social2. Estos derechos contemplados en la 
convención se deben analizar bajo la óptica de las obligaciones contenidas 
en los artículos 1.1 y 2 de la Convención3.

2	 Convención Americana de Derechos Humanos (CADH). Artículo 4. Dere-
cho a la Vida, 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. 
Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momen-
to de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.

	 Artículo 26. Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Los Estados Par-
tes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como 
mediante la cooperación internacional, especialmente económica y téc-
nica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos 
que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, 
ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de 
los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados.

	 Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Artículo 10 
Derecho a la Salud, 1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida 
como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social.

3	 Convención Americana de Derechos Humanos (CADH). Artículo 1. Obliga-
ción de Respetar los Derechos. 1. Los Estados Partes en esta Convención 
se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella 
y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a 
su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen na-
cional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social.

	 Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno. Si el ejer-
cicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no es-
tuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, 
los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus proce-
dimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las 
medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer 
efectivos tales derechos y libertades.
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La Obligación contenida en el artículo 1.1 de la Convención estable-
ce sobre los Estados la obligación erga omnes de respetar y garantizar las 
normas de protección, así como de asegurar la efectividad de los derechos 
humanos adoptando todas las medidas apropiadas para garantizarlos4. Y, 
por otro lado, la Obligación del artículo 2 de la Convención obliga a los 
Estados parte a adoptar las medidas legislativas o de otro carácter que fue-
ren necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades protegidos 
por la Convención (Albán Cornejo y otros, 2007; Valencia Hinojosa y 
otra, 2016). En virtud de lo anterior, las obligaciones convencionales de 
respeto y garantía, así como de adopción de medidas de derecho interno 
(artículos 1.1 y 2), resultan fundamentales para alcanzar la efectividad del 
derecho a la salud. Estas obligaciones se ubican dentro de la adopción de 
un marco jurídico que abarque las situaciones que puedan poner en riesgo 
la garantía y protección de la salud de sus ciudadanos, lo que en materia de 
seguridad vehicular se traduce en la adhesión de los Estados a los acuer-
dos internacionales de 1958 y 1998.

En el mismo sentido, a lo largo de su jurisprudencia, la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha desarrollado —bajo 
los parámetros del Sistema Interamericano— la relación entre el ejercicio 
del derecho a la vida y el derecho a la salud, entendida como una obliga-
ción de tipo estatal que se asume en virtud de su posición de garante. Al 
respecto, la Corte ha sostenido que el artículo 4 de la Convención implica 
el deber de los Estados de adoptar las medidas necesarias para crear un 
marco normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la 
vida (Niños de la Calle, 1999; Noguera y otra, 2020). En ese sentido, se ha 
sostenido que “la obligación de los Estados está en generar las condicio-
nes de vida mínimas compatibles con la dignidad de la persona humana y 
a no producir condiciones que la dificulten” (Comunidad indígena Yakye 
Axa, 2005, p. 82), por tanto, los Estados parte tienen el deber de adoptar 
medidas positivas y concretas orientadas a la satisfacción del derecho a 
una vida digna.

La Corte Interamericana desarrolló los parámetros jurisprudencia-
les en torno al derecho a la salud por vía de conexidad en varias de sus sen-
tencias (Ximenes Lopes, 2006), pero solo hasta el caso Poblete Vilches 

4	 Al respecto, se derivan deberes especiales determinables en función de las 
necesidades particulares de protección del sujeto de derecho, ya sea por su 
condición personal o por la situación específica en que se encuentre.
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vs. Chile5 declaró la violación autónoma del derecho a la salud a través del 
artículo 26 de la CADH. Aquí la Corte precisó que “la obligación general 
se traduce en el deber estatal de asegurar el acceso de las personas a servi-
cios esenciales de salud, garantizando una prestación médica de calidad y 
eficaz, así como de impulsar el mejoramiento de las condiciones de salud 
de la población” (Poblete Vilches, 2018), además, en este mismo pronun-
ciamiento se destacó que la operatividad de la obligación general empieza 
con el deber de regulación.

Igualmente, la Corte IDH se ha pronunciado en diferentes oportu-
nidades sobre la obligación de regulación, en particular, en relación con la 
prestación de servicios públicos de salud. Al respecto ha señalado que el 
Estado tiene el deber de regular de manera específica las actividades que 
implican riesgos significativos para la salud de las personas. Por tanto, ha 
enfatizado que el deber de adecuación del ordenamiento jurídico también 
recae sobre los derechos económicos, sociales y culturales, bajo la idea de 
respeto y garantía del artículo 26 de la CADH (Cuscul Pivaral y otros, 2018).

Lo anterior supone, entonces, que los Estados eliminen las normas 
y prácticas que entrañen violación a las garantías previstas en la Conven-
ción y, de mayor relevancia para el caso de análisis, que lleven a cabo la 
expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efec-
tiva observancia de dichas garantías. Dentro de esta última se enmarcan 
las obligaciones del Estado colombiano a adherirse a los Acuerdos Inter-
nacionales de 1958 y 1998 en materia de seguridad vehicular, para poder 
dar cumplimiento a los estándares interamericanos desarrollados en este 
acápite.

Cabe recordar que la obligación estatal de adecuar la legislación in-
terna a las disposiciones convencionales no se limita al texto constitucio-
nal o legislativo, sino que debe irradiar a todas las disposiciones jurídicas 
de carácter reglamentario y debe traducirse en la efectiva aplicación prác-
tica de los estándares de protección de los derechos humanos. Es decir 
que las obligaciones consagradas en la Convención no se agotan con la 
inclusión del derecho a la salud en la Constitución Política de Colombia, 
sino que, por el contrario, la misma debe comprender todas las disposicio-
nes de las que se compone el ordenamiento jurídico, dentro de las que se 

5	 En el año 2017, la Corte Interamericana de Derechos Humanos declaró 
por primera vez la violación al artículo 26 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, respecto de la obligación progresiva del derecho a la 
estabilidad laboral, en el caso Lagos Campos vs. Perú.
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integran las normatividades en torno a la seguridad vehicular y a la calidad 
del aire.

En derecho comparado, el Convenio Europeo de Derechos Huma-
nos (CEDH) no consagró el derecho a la salud como un derecho autóno-
mo, sin embargo, se ha desarrollado una directa conexión con el derecho 
a la vida, establecido en el artículo 26. Esta disposición obliga a los Esta-
dos a tomar las medidas adecuadas para salvaguardar la vida de quienes se 
encuentren bajo su jurisdicción (Centre for legal resources on behalf of 
Valentin Câmpeanu, 2014). En términos generales, el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos (TEDH) ha desarrollado una obligación positiva 
que consagra dos aspectos: (a) el deber de brindar un marco regulatorio; 
y (b) la obligación de tomar medidas operativas preventivas. Un caso que 
puede ser ejemplificativo es Kalender v. Turquía (Kalender, 2009). En este 
caso el Tribunal encontró responsable internacionalmente al Estado por 
el incumplimiento en su deber de proteger el derecho a la vida, consagra-
do en el artículo 2, como consecuencia del fallecimiento de dos personas 
en un accidente ferroviario, luego de que se lograra probar que fue el re-
sultado de un incumplimiento en las normas de seguridad por parte de 
los Ferrocarriles Nacionales de Turquía y no de las acciones imprudentes 
de las víctimas. De hecho, el Tribunal destacó que el Estado falló en su 
obligación positiva de implementar regulaciones destinadas a proteger la 
vida de los pasajeros.

Derecho al medio ambiente sano en torno  
a la calidad del aire
Como lo hemos venido desarrollando, algunos de los reglamentos del 
Foro Mundial WP.29 tienen un enfoque ambiental con la finalidad de 
promover la reducción en las emisiones de elementos contaminantes. Se 

6	 Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH). Artículo 2. Derecho a la 
vida. 1. El derecho de toda persona a la vida está protegido por la ley. Na-
die podrá ser privado de su vida intencionadamente, salvo en ejecución 
de una condena que imponga la pena capital dictada por un Tribunal al 
reo de un delito para el que la ley establece esa pena. 2. La muerte no se 
considerará como infligida en infracción del presente artículo cuando se 
produzca como consecuencia de un recurso a la fuerza que sea absoluta-
mente necesario: a) en defensa de una persona contra una agresión ilegi-
tima; b) para detener a una persona conforme a derecho o para impedir la 
evasión de un preso o detenido legalmente; c) para reprimir, de acuerdo 
con la ley, una revuelta o insurrección.
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busca hacer lo anterior a través de dos mecanismos principales: primero, 
con la inclusión de dispositivos para control de emisiones contaminantes 
en los vehículos y segundo, con el fomento del uso de carros eléctricos o 
híbridos en diferentes países a través de su homologación7. Por esta razón, 
las normas de las Naciones Unidas también podrían llegar a tener impor-
tantes repercusiones en el goce y la efectividad de manera colectiva del 
derecho al medio ambiente sano.

A lo largo de los últimos 40 años, el derecho al medio ambiente 
sano o saludable ha venido obtenido reconocimiento jurídico en todo el 
mundo8, y los Estados lo han incorporado en sus constituciones y en la 
legislación ambiental. De igual forma, este derecho se ha incluido en los 
acuerdos de derechos humanos y los tratados ambientales suscritos desde 
su primer reconocimiento internacional en la Declaración de Estocolmo 
de 1972, adoptada en el marco de la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Medio Ambiente Humano.

Por su parte, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre Dere-
chos Humanos y el Medio Ambiente ha afirmado que el derecho al medio 
ambiente sano comprende dentro de sus obligaciones el acceso a un aire 
limpio y de calidad, en particular, “las obligaciones de derechos humanos 
relacionadas con el derecho a respirar aire puro, es uno de los elementos 
vitales del derecho a un medio ambiente saludable y sostenible” (Conse-
jo de Derechos Humanos, 2019, p. 4). A nivel mundial, las obligaciones 
alrededor del acceso al aire limpio están implícitas en diversos instru-
mentos internacionales de derechos humanos, tales como la Declaración 
Universal de Derechos Humanos (derecho a un nivel de vida adecuado), 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (derecho a la vida) 
y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(derecho a la salud).

En un informe del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre 
Derechos Humanos y el Medio Ambiente de 2019, se definieron las obli-
gaciones a cargo de los Estados respecto del derecho a la calidad del aire, 

7	 Reglamentos UN R101 – R103
8	 En la legislación nacional, más de 100 Estados han promulgado leyes en 

las que se define y formula el derecho a un medio ambiente saludable, 
incluidos los elementos tanto de procedimiento como de contenido. En 
total, 124 Estados son parte de tratados internacionales jurídicamente 
vinculantes que incluyen explícitamente el derecho a un medio ambiente 
saludable.
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en particular aquellas que se relacionan con las actividades empresariales. 
Por tanto, la protección de este derecho frente a violaciones cometidas por 
terceros implica establecer, aplicar y hacer cumplir leyes, políticas y pro-
gramas que se desarrollen para la protección del medio ambiente sano. El 
documento recomienda siete medidas para hacer efectivo el derecho al 
aire puro, entre las que destacamos aquella relacionada con la obligación 
de establecer una legislación, unos reglamentos, unas normas y unas políti-
cas sobre la calidad del aire. Dentro de estas podría encajar la adhesión por 
parte de los Estados a los reglamentos de las Naciones Unidas en torno a 
esta temática, los cuales tienen como finalidad mejorar la calidad del aire 
(Relator Especial sobre los derechos humanos y el medio ambiente, 2019).

A nivel regional, la CADH en su artículo 26 y el Protocolo de San 
Salvador en su artículo 11 establecieron el derecho al medio ambiente 
sano, en el marco de las obligaciones progresivas de los Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales9. Por otro lado, en la Opinión Consultiva n.° 
23 de 2017, la Corte IDH definió el medio ambiente sano como:

un derecho con connotaciones tanto individuales como colec-
tivas. En su dimensión colectiva, el derecho a un medio am-
biente sano constituye un interés universal, que se debe tanto 
a las generaciones presentes y futuras. Ahora bien, el derecho al 
medio ambiente sano también tiene una dimensión individual, 
en la medida en que su vulneración puede tener repercusiones 
directas o indirectas sobre las personas debido a su conexidad 
con otros derechos, tales como el derecho a la salud, la integri-
dad personal o la vida, entre otros (Medio Ambiente y Derechos 
Humanos, 2017).

Con posterioridad, y por primera vez, en el caso contencioso de 
las Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat 
(Nuestra Tierra), la Corte IDH analizó y condenó a Argentina respecto 
del derecho a un medio ambiente sano, a partir de la interpretación del ar-
tículo 26 de la Convención. En dicho pronunciamiento, el tribunal deter-
minó que respecto al derecho al ambiente sano no solo recae la obligación 

9	 Protocolo Adicional de la Convención Americana de Derechos Humanos 
en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo 
de San Salvador”. Derecho a un Medio Ambiente Sano. 1. Toda persona 
tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios 
públicos básicos; 2. Los Estados partes promoverán la protección, preser-
vación y mejoramiento del medio ambiente.
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de respeto, sino también la obligación de garantía prevista en el artículo 
1.1 de la Convención, una de cuyas formas de observancia consiste en 
prevenir violaciones. Es decir que, bajo el supuesto de que hay una corre-
lación entre la protección del medio ambiente y los derechos humanos, 
los Estados deben regular y adoptar otras medidas similares para prevenir 
daños significativos al medio ambiente. Deben hacerlo en aplicación del 
principio de precaución de daños ambientales, el cual forma parte del de-
recho internacional consuetudinario y entraña la obligación de los Esta-
dos de llevar a cabo las medidas que sean necesarias ex ante la producción 
del daño ambiental. De hecho, tanto la Comisión como la Corte IDH 
han sostenido que, con el fin de cumplir este deber, los Estados tienen que 
regular las actividades y servicios que puedan comprender una posible 
afectación del derecho al medio ambiente. Dentro de dichas actividades 
podría considerarse la contaminación atmosférica y sus respectivas reper-
cusiones, donde el sector vehicular es uno de los principales emisores de 
gases contaminantes.

Por su parte, el Sistema Europeo de Derechos Humanos no consagra 
un derecho explícito a un medio ambiente sano (Hatton y otros, 2003). 
Sin embargo, ha sido el Tribunal Europeo de Derechos Humanos quien 
por medio de sus decisiones ha estudiado la posible vulneración a la ca-
lidad del entorno de una persona, argumentando que su bienestar pue-
de verse afectado negativamente por condiciones ambientales inseguras 
o perjudiciales, bajo el análisis del artículo 8 de la Convención Europea 
de Derechos Humanos10. Es menester destacar que la responsabilidad in-
ternacional de un Estado solo puede ser declarada en aquellos casos en 
que se logre probar que la integridad de las personas se ve directa y grave-
mente afectada por la molestia en cuestión y en aquellos casos en que se 
logre probar el impacto directo en su calidad de vida. Por tanto, el artículo 
8 puede aplicarse en casos ambientales, ya sea que la contaminación sea 

10	 Convención Europea de Derechos Humanos (CEDH). Artículo 8. Derecho 
al respeto a la vida privada y familiar. 1. Toda persona tiene derecho al 
respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su correspon-
dencia. 2. No podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio 
de este derecho sino en tanto en cuanto esta injerencia esté prevista por 
la ley y constituya una medida que, en una sociedad democrática, sea 
necesaria para la seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar 
económico del país, la defensa del orden y la prevención de las infraccio-
nes penales, la protección de la salud o de la moral, o la protección de los 
derechos y las libertades de los demás.
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causada directamente por el Estado o que la responsabilidad del Estado 
surja de la falta de regulación adecuada a las actividades del sector privado 
(Cordella y otros, 2019).

Lo anteriores parámetros permiten concluir que, en el marco del de-
sarrollo del derecho internacional de los derechos humanos, el derecho 
al medio ambiente sano se encuentra protegido por los diferentes instru-
mentos convencionales y legales tanto a nivel universal como a nivel re-
gional. Dentro del contenido de este derecho se encuentra el acceso a un 
aire limpio, el cual se ve afectado por la emisión de efectos contaminantes 
producidos por los vehículos que no cuentan con la tecnología necesaria 
para reducirlos o controlarlos.

Derecho de niños, niñas y adolescentes
Teniendo en cuenta que los Reglamentos Técnicos de las Naciones Uni-
das incluyen elementos de protección de menores de edad11, es útil re-
lacionar las obligaciones internacionales de los Estados respecto de este 
grupo con especial protección. En particular porque cada año 186 300 
niños mueren en siniestros de tránsito en el mundo, es decir, más de 500 
niños por día (WHO, 2015b). Incluso, los traumatismos por siniestros 
de tránsito figuran entre las cuatro causas principales de defunción de to-
dos los niños mayores de cinco años (WHO, 2015b). Por esto, ellos se 
encuentran dentro de los grupos más afectados en los países de ingresos 
medios y bajos, como consecuencia de la falta de inclusión de normas de 
seguridad vehicular, donde se registra el 95 % de las defunciones de niños 
por siniestros viales (WHO, 2015b).

Particularmente, uno de los 8 principales reglamentos de las Nacio-
nes Unidas recomienda la inclusión de legislaciones en torno a la exigen-
cia de sistemas de retención infantil, lo cual tiene como objetivo reducir 
las lesiones y el fallecimiento de los ocupantes infantiles, ya que el uso de 
los mismos puede conducir a una reducción de al menos un 60 % en las 
muertes en niños mayores a 5 años (WHO, 2015b). Informes de la OMS 
demuestran que únicamente 84 países tienen una regulación sobre el uso 
obligatorio de sistemas de retención infantil (WHO, 2018). Entre ellos, 
33 países, que representan el 9 % de la población mundial, cumplen los 
criterios generales de mejores prácticas para sistemas de retención infan-
til (WHO, 2018). Colombia no se encuentran dentro de los países que 

11	 Reglamentos Sistema de Niños: UN R44 – R129
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exigen el uso de sistemas de retención obligatoria para niños, a nivel re-
gional únicamente Chile y Uruguay tienen una legislación sobre el uso de 
este tipo de dispositivos en cumplimiento de las mejores prácticas reco-
mendadas por las Naciones Unidas (OPS, 2019). Por ello, el Plan Mundial 
para el Decenio de Acción para la Seguridad Vial 2011-2020 recomendó la 
inclusión de una legislación obligatoria respecto al uso de sistemas de re-
tención infantil desde los 0 a los 11 años.

De la misma forma, indirectamente la población infantil se encuen-
tra expuesta a los adversos efectos de la contaminación atmosférica. La 
OMS ha sostenido que el alrededor del 92 % de la población mundial, 
incluidos miles de millones de niños, vive en áreas con niveles de con-
taminación atmosférica que superan los límites salubres (OMS, 2017a). 
Esto provoca la muerte de aproximadamente 600 000 niños menores de 
cinco años al año y aumenta el riesgo de presentar infecciones respirato-
rias, asma, problemas neonatales y anomalías congénitas (OMS, 2017a).

La Convención sobre los Derechos del Niño establece tres tipos de 
obligación con respecto a los derechos humanos —incluido el derecho 
del niño a la salud—, dentro de los que se encuentran la protección de 
las libertades y derechos de terceros o de amenazas sociales o ambienta-
les y la garantía de los derechos mediante facilitación o concesión directa. 
En primer lugar, el artículo 6 resalta que los Estados parte reconocen que 
todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida y que deberán garantizar, 
en la máxima medida posible, su supervivencia y desarrollo. En segundo 
lugar, el artículo 24 define el derecho del niño al disfrute del más alto nivel 
posible de salud y señala que para asegurar la aplicación de este derecho 
los Estados deberán adoptar las medidas apropiadas para reducir la mor-
talidad infantil, como también la atención sanitaria preventiva. En tercer 
lugar, el artículo 3, párrafo 1, establece que los Estados están obligados 
a integrar y aplicar este principio del interés superior del niño en todos 
los procedimientos legislativos, administrativos y judiciales relativos a las 
actividades y operaciones empresariales que afecten directa o indirecta-
mente a los niños.

Por su parte, el artículo 4 de la Convención establece que los Esta-
dos están en la obligación de hacer efectivo el derecho del niño a la salud 
al máximo de los recursos de que dispongan. Dentro de las obligaciones 
principales respecto del derecho del niño a la salud se encuentra revisar el 
entorno jurídico y normativo nacional y subnacional y, cuando proceda, 
enmendar las leyes y políticas para dar respuesta adecuada a los factores 
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subyacentes que determinan la salud del niño. Sobre este último punto, 
hay que resaltar la interpretación que hace el Comité de los Derechos del 
Niño en su Observación General No. 15 de 2013 sobre el derecho del niño 
al disfrute del más alto nivel posible de salud. El Comité señala que:

la labor orientada a reducir el número de accidentes de tráfico 
ha de incluir normativa sobre el uso de cinturones de seguridad 
y otros dispositivos de seguridad, el acceso de los niños a un 
transporte seguro y la debida consideración de los niños en la 
planificación vial y el control del tráfico (Comité de Derechos 
del Niño, 2013a).

Es decir que para el Comité la seguridad vehicular es un elemento 
fundamental en la garantía del derecho a la salud del niño y en la reduc-
ción de la mortalidad infantil.

En el ámbito interamericano, la Convención consagra en su artículo 
1912 los derechos de los niños, niñas y adolescentes como sujetos de espe-
cial protección por parte de los Estados —en virtud de la prevalencia del 
interés superior del niño—, la cual debe ser entendida como la necesidad 
de satisfacción de todos los derechos de la infancia y la adolescencia. Este 
interés se sobrepone en la interpretación de todos los demás derechos de 
la Convención, como lo ha sostenido la Corte IDH en su jurisprudencia, 
para que de esta forma los Estados tomen acciones diferenciadas en aras 
de darle efectividad a los derechos de los niños.

En particular, la Corte IDH en distintos casos ha afirmado sobre 
obligaciones estatales en torno a los derechos de los niños que

El Estado tiene, además de las obligaciones señaladas para toda 
persona, la obligación adicional de promover las medidas de 
protección a las que se refiere el artículo 19 de la Convención 
Americana. Así, por una parte, el Estado debe asumir su posi-
ción especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, 
y debe tomar medidas especiales orientadas en el principio del 
interés superior del niño (Hermanos Landaeta Mejías y otros, 
2014, p. 49) (Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, 2006, p. 85).

12	 Convención Americana de Derechos Humanos (CADH). Artículo 19. Dere-
chos del Niño. Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que 
por su condición de menor requieren por parte de su familia, de la socie-
dad y del Estado.
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Es por ello que —bajo el estándar de la prevalencia del interés supe-
rior del niño y la posición de garante de los derechos de niños, niñas y ado-
lescentes— los Estados deben garantizar que su ordenamiento jurídico se 
oriente a garantizar y proteger la vida, la salud y el medio ambiente de este 
grupo poblacional mediante la inclusión de los acuerdos internacionales 
de 1998 y 1958 sobre la seguridad vehicular, y deben dar especial énfasis 
a la exigencia de los sistemas de retención para menores de 11 años y a las 
normativas que buscan mejorar la calidad del aire.
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4. 	 OBLIGACIONES ESTATALES RESPECTO  
	 DEL SECTOR EMPRESARIAL EN EL MARCO 
	 DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS 	
	 HUMANOS
Las mencionadas afectaciones a la salud, la vida y al medio ambiente de las 
personas, en el contexto de la seguridad vehicular y la contaminación at-
mosférica, tienen un denominador común: se trata de situaciones donde 
la industria automotriz ejerce un impacto en el ejercicio de los derechos 
humanos. Dicho impacto no ha sido ajeno al análisis del derecho interna-
cional, diversos marcos normativos han trabajado recientemente sobre las 
obligaciones que, tanto para industrias como para el Estado, se derivan de 
estos comportamientos.

En primer lugar, hay que destacar los Principios Rectores de las 
Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos Humanos, emitidos en el 
año 2011. Este instrumento se basa en el reconocimiento de tres pilares 
fundamentales: el deber del Estado de proteger los derechos humanos, la 
responsabilidad de las empresas de respetarlos y el derecho de las víctimas 
de acceder a un remedio efectivo. El deber estatal de proteger reconoce las 
distintas obligaciones de respeto, protección y garantía de los derechos 
humanos que tienen los estados, y que fueron desarrolladas en la sección 
4. Por tanto, en esta sección se estudiará la responsabilidad de las empre-
sas de abstenerse de infringir los derechos humanos de terceros y hacer 
frente a las consecuencias negativas sobre los derechos humanos en las 
que tengan alguna participación1.

1	 En este aspecto, se espera que las industrias no contribuyan a provocar 
consecuencias negativas sobre los derechos humanos y hagan frente a 
esas consecuencias cuando se produzcan. Principios rectores de las Na-
ciones Unidas de Empresas y Derechos Humanos, Principio 13 (Naciones 
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La Observación n.° 24 del Comité de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales del 2017 —mediante la cual se desarrollaron las obliga-
ciones estatales en materia de derechos humanos respecto de la relación 
Estado y empresas— destacó el papel que los estados y las compañías 
desempeñan en el ejercicio efectivo de los derechos económicos, sociales 
y culturales; entre otras cosas, por su contribución a la creación de opor-
tunidades de empleo y al desarrollo. Esta observación se enfoca princi-
palmente en determinar las obligaciones que están a cargo de los Estados 
parte, dentro de las que se encuentran respetar los derechos establecidos 
en el Pacto y no dar prioridad a los intereses de las empresas en las polí-
ticas que se desarrollan en detrimento de los derechos consagrados. En 
este aspecto, podemos destacar la inclusión de un conjunto de normas 
alrededor de la seguridad vehicular que tiene como finalidad lograr una 
reducción de los fallecimientos y las lesiones en los ciudadanos que se 
pueden ocasionar por los siniestros viales, a la vez que permite una mejora 
en la calidad del aire. En ese orden de ideas, el Comité también desta-
ca la obligación de proteger, que es interpretada como aquella por la cual 
los Estados deben prevenir de manera eficaz las posibles violaciones a los 
derechos en el contexto empresarial. Estos compromisos requieren que 
se tomen medidas legislativas y educativas, entre otras, para asegurar una 
protección eficaz. El anterior parámetro desarrollado por el Comité puede 
interpretarse como una obligación a cargo de los Estados para propender 
por la adhesión y legislación interna de los estándares en materia de seguri-
dad vehicular contenidos en los acuerdos internacionales de 1958 y 1998.

En la mencionada Observación, el Comité sostuvo que:
La obligación de proteger entraña el deber positivo de adoptar 
un marco jurídico que exija que las empresas ejerzan la diligen-
cia debida en materia de derechos humanos a fin de identificar, 
prevenir y mitigar los riesgos de vulneración de los derechos del 
Pacto, evitar que se conculquen esos derechos (Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales, 2017, párr. 16).

Por tanto, una regulación e intervención directa es fundamental den-
tro de los compromisos adquiridos por los Estados, quienes deben adoptar 
medidas como restringir la comercialización y la publicidad de determina-
dos bienes y servicios a fin de proteger las problemáticas de salud pública. 

Unidas, 2011). Esta obligación será desarrolla en sección (e). 
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Todo lo anterior permite exigir a los Estados que, como parte de su obli-
gación de proteger, ratifiquen los acuerdos de las Naciones Unidas, que 
tienen como finalidad garantizar el derecho a la salud, la integridad y el 
medio ambiente de los ciudadanos frente a la industria automotriz.

Por su parte, el Comité de Derechos del Niño emitió la Observación 
General No. 16 de 2013 sobre las obligaciones del Estado y el impacto del 
sector empresarial en los derechos de los niños, niñas y adolescentes. El 
Comité afirmó que “la falta de aplicación o el cumplimiento deficiente 
de las leyes que regulan las empresas plantean los problemas más críticos 
para los niños” (Comité de Derechos del Niño, 2013b). En relación con las 
obligaciones de respetar y proteger, se sostuvo que para hacer efectivos los 
derechos, los Estados deben adoptar medidas positivas para garantizar el 
disfrute de los derechos del niño. Esto quiere decir que los Estados deben 
aplicar medidas legislativas, administrativas, presupuestarias, judiciales y 
de otro tipo —conforme al artículo 4 de la Convención del Niño— en 
lo que respecta a las actividades empresariales que posiblemente puedan 
afectar estos derechos. Esas obligaciones se basan en la idea de que niños, 
niñas y adolescentes son titulares de derechos y partes interesadas en la 
actividad empresarial.

La Observación citada sostuvo también que las empresas comercia-
les tienen la obligación de ejercer la diligencia debida en el ámbito de los 
derechos humanos, incluidos todos los derechos consagrados en la Con-
vención del Niño. Por tanto, los Estados deben imponer a las empresas 
la obligación de ejercer esta diligencia en relación con los derechos del 
niño. Con ello determinarán, prevendrán y mitigarán los efectos negati-
vos de sus actividades sobre el derecho del niño respecto de la salud y el 
medio ambiente, en particular en el marco de sus relaciones comerciales 
y de todo tipo de operación de alcance mundial. En palabras del Comité, 
“se debe alentar y, cuando proceda, obligar a las grandes empresas comer-
ciales a que pongan en conocimiento del público su labor que pueda llegar 
a tener repercusiones en los derechos del niño” (Comité de Derechos del 
Niño, 2013b).

Por otro lado, el Sistema Interamericano de Derechos Humanos ha 
desarrollado diferentes parámetros para la protección y garantía de los 
derechos fundamentales respecto de las actividades empresariales. En el 
Informe Empresas y Derechos Humanos: Estándares Interamericanos de la Re-
latoría Especial sobre Derechos Económicos Sociales Culturales y Ambientales 
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(REDESCA), publicado en 20192, se menciona el deber de los Estados 
de regular y adoptar disposiciones de derecho interno en el marco de las 
actividades empresariales y los derechos humanos. Para la REDESCA, “la 
regulación de ciertas actividades en la sociedad es un requisito para hacer 
efectivos los derechos humanos” (Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos [CIDH], 2019, párr. 114). Lo anterior en consecuencia de lo 
establecido en el artículo 2 de la Convención Americana, que habla so-
bre la obligación general de adecuar el ordenamiento interno a las nor-
mas de misma. Este deber implica que cada Estado parte deberá adecuar 
su derecho interno a las disposiciones de la Convención para garantizar 
los derechos en ella reconocidos.

En ese mismo sentido, la Corte IDH ha desarrollado estándares en 
torno a esta temática, en particular para aquellos casos que respectan a las 
comunidades indígenas, a la prestación de servicios públicos esenciales a 
cargo de particulares y a los contextos de actividades peligrosas que impli-
quen riesgos significativos para la vida e integridad de las personas some-
tidas a su jurisdicción (Empleados de la Fábrica de Fuegos, 2020). Se ha 
sostenido que la obligación de garantía se proyecta más allá de la relación 
entre los agentes estatales y las personas sometidas a su jurisdicción. De 
un lado, los Estados tienen el deber de prevenir, en la esfera privada, que 
terceros vulneren los bienes jurídicos protegidos (Masacre de Mapiripán, 
2005; Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros, 2018); por tanto, los Es-
tados tienen la obligación de establecer mecanismos adecuados para su-
pervisar y fiscalizar ciertas actividades que son desarrolladas por el sector 
privado (Ximenes Lopes, 2006). Asimismo, sobre los Estados recae la 
obligación previamente desarrollada de regular y adoptar disposiciones de 
derecho interno en el marco de las actividades desarrolladas por el sector 

2	 Con anterioridad, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) en el año 2016 público el informe Pueblos Indígenas, Comunidades 
Afrodescendientes, Industrias Extractivas. En este informe la Comisión 
enfatiza el alcance de los estándares del sistema interamericano más 
relevantes respecto de la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y 
tribales. En particular, se refiere al conjunto de obligaciones específicas 
que los Estados deben respetar y garantizar en contextos de planes o 
proyectos de extracción y desarrollo que afectan las tierras, territorios y 
recursos naturales de estos pueblos. Este documento está disponible en: 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos [CIDH]. (2015). Pueblos 
indígenas, comunidades afrodescendientes y recursos naturales: Protec-
ción de derechos humanos en el contexto de actividades de extracción, 
explotación y desarrollo. https://bit.ly/3dPCSkO
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privado. Finalmente, estas obligaciones implican el deber de investigar, 
sancionar y garantizar el acceso a mecanismos efectivos de reparación cuando 
no se haya logrado evitar la vulneración de derechos3.

En relación con estas tres obligaciones, la Corte ha hecho un espe-
cial énfasis en afirmar que los Estados tienen el deber de regular, super-
visar y fiscalizar la práctica de actividades peligrosas que implican riesgos 
significativos para la vida e integridad de las personas sometidas a su juris-
dicción, como medida para proteger y preservar estos derechos (Emplea-
dos de la Fábrica de Fuegos, 2020). Es por ello que bajo la Convención 
Americana los supuestos de responsabilidad internacional comprenden 
tanto los actos de las entidades privadas que estén actuando con capaci-
dad estatal como los actos de terceros, cuando el Estado falta a su deber de 
regularlos y fiscalizarlos.

En el derecho comparado, el Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos ha desarrollado una línea jurisprudencial en torno a la protección 
de las personas en el contexto de los accidentes. El Tribunal ha sostenido 
que las obligaciones positivas bajo el artículo 2 requieren que los Estados 
adopten regulaciones para la protección de la seguridad de las personas 
en los espacios públicos y para asegurar el funcionamiento efectivo de ese 
marco regulatorio (Kalender, 2009). Por tanto, los Estados deben regular 
las actividades peligrosas tomando en cuenta el nivel de riesgo potencial 
que estas implican a la vida humana (Öneryildiz, 2004). Al respecto, el 
Tribunal ha sostenido que en determinadas circunstancias los actos y las 
omisiones de las autoridades en el contexto de políticas para garantizar 
la seguridad en los lugares públicos puedan comprometer su responsabi-
lidad en la parte sustantiva del artículo 2 de la Convención Europea de 
Derechos Humanos.

La responsabilidad de las empresas de respetar 
derechos humanos 
Desde décadas pasadas, se ha tratado de proponer diversos enfoques so-
bre cómo formular posibles compromisos u obligaciones de las empresas, 
desde la perspectiva de que el respeto a los derechos humanos no debe-
ría ser únicamente una obligación de los Estados y las organizaciones 

3	 Este deber se estructura sobre la base del derecho al acceso a la justicia 
(Artículos 8 y 25 CADH) y a uno de los tres pilares fundamentales de los 
Principios Rectores de Empresas y Derechos Humanos.

VOLVER A LA TABLA DE CONTENIDO



46 Omisiones que matan

internacionales. Como lo hemos mencionado en el titulo anterior, el Con-
sejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas adoptó los Principios 
Rectores sobre las empresas y los derechos humanos —basados en los 
tres pilares del marco “proteger, respetar y remediar”— en junio de 2011. 
Bajo ese mismo enfoque se estableció desde los principios 11,12 y 13 la 
responsabilidad de las empresas de respetar los derechos humanos en el 
marco de sus actividades. 

Por consiguiente, se consagró en este instrumento internacional el 
compromiso por parte de las empresas de respetar los derechos humanos 
en línea con los diferentes tratados del derecho internacional de los de-
rechos humanos. Lo anterior implica que, en el marco de las actividades 
empresariales, las compañías deben abstenerse de infringir los derechos 
humanos de terceros y deben hacer frente a las consecuencias negativas 
que puedan llegar a ocasionarse sobre los derechos humanos. La respon-
sabilidad empresarial consagrada aplica a todas las empresas, indepen-
dientemente de su tamaño, sector, contexto operacional, propietario y 
estructura, de acuerdo con lo consagrado en el principio 14.

Otro instrumento a nivel internacional que ha regulado la relación 
entre Estados y empresas, pero desde una perspectiva empresarial enfoca-
da en el respeto y debida diligencia de los derechos humanos, son las “Lí-
neas Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales”, emitidas 
por primera vez en 1976, que fueron uno de los primeros instrumentos a 
nivel internacional en trabajar esta temática, su última versión fue revisada 
y actualizada en el 2011.

Conforme a lo establecido en el Capítulo IV “Derechos Humanos” 
(OCDE, 2013), el sector empresarial tiene igualmente la responsabilidad 
de evitar impactos negativos a los derechos humanos o de contribuir a 
ellos en el marco de sus actividades, así como la responsabilidad de re-
solverlos cuando estos existan. En ese mismo sentido, los postulados de 
la OCDE indican que, si bien la responsabilidad principal de la empresa 
existe respecto a sus propias actividades, esta debe también prevenir y ate-
nuar los impactos negativos en los derechos humanos que se relacionan 
indirectamente a la empresa —por ejemplo, a través de una relación co-
mercial— aun cuando la empresa no contribuya a dichos impactos.

Para la OCDE, los Estados miembros tienen una doble obligación, 
en primera instancia deben implementar las Directrices, lo que les im-
pone el deber de promover su adopción por parte de las empresas y de 
establecer las estructuras correspondientes a nivel interno, y en segunda 
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instancia deben de proteger los derechos humanos de los impactos que en 
ellos pueda ocasionar la actividad empresarial.

Este instrumento igualmente consagra una obligación sobre las em-
presas, en aquellos casos en que un Estado no cumpla sus obligaciones 
internacionales en materia de derechos humanos. Los lineamientos de la 
OCDE han sostenido que este contexto no afecta a la responsabilidad de 
las empresas de respetar los derechos humanos y enfatizan en el precepto 
de que en todos los casos —con independencia del país o del contexto 
específico en el que se desarrollan las actividades de las empresas— debe 
hacerse referencia como mínimo a los derechos humanos reconocidos in-
ternacionalmente, como la vida, la salud y el medio ambiente (deber de 
diligencia).

En el capítulo VI “Medio Ambiente”, las Directrices establecen que 
bajo el marco regulatorio de los Estados parte, y en consideración de la 
normatividad internacional, las empresas deben desarrollar sus activida-
des siguiendo la necesidad de proteger el medio ambiente, la salud y la 
seguridad públicas y, en general, deberán realizar sus actividades de ma-
nera que contribuyan al objetivo más amplio del desarrollo sostenible. 
Las Directrices incentivan a las empresas a esforzarse para elevar el nivel 
de desempeño medioambiental en todos los sectores de sus operaciones, 
incluso en los casos en que este no sea un requisito formal de las prácticas 
existentes en los países en los que operan. En este sentido, las empresas 
deben tener en cuenta los efectos sociales y económicos que puedan pro-
ducir en los países en vías de desarrollo.
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CONCLUSIÓN

Los efectos directos e indirectos sobre la salud pública que se generan 
como consecuencia de poner en circulación vehículos automotores que 
no cumplen con la normatividad internacional en torno a los elementos 
de seguridad vehicular y calidad del aire son variados, pero todos se expre-
san en vidas humanas. Es primordial que los Estados den cumplimiento a 
las obligaciones establecidas en los diferentes instrumentos internaciona-
les en materia de derechos humanos analizados en este documento, que 
tienen como finalidad única propender por la garantía y protección de la 
vida, la salud y el medio ambiente de los ciudadanos.

Por un lado, las defunciones y los traumatismos por siniestros viales 
son hechos prevenibles (y en ese sentido, completamente evitables); por 
el otro, es posible controlar la exposición a altos niveles de contaminación 
del aire, que causa una variedad de resultados adversos para la salud. Aun-
que algunos miembros de la comunidad internacional vienen trabajando 
intensamente en resolver estas problemáticas, los esfuerzos no han sido 
suficientes dado que no todos los países del mundo se han adherido a los 
criterios que definió el Foro Mundial de Armonización de las Naciones 
Unidas para la unificación de los reglamentos en seguridad vial, y tampo-
co han adoptado las guías de calidad del aire de la OMS. Lo anterior resul-
ta preocupante, dado que es probable que el parque mundial de vehículos, 
que supera actualmente los 1000 millones de unidades, llegue al doble 
de esa cifra o más para el año 2030. Además, el grado de aplicación de 
las normas de seguridad de los vehículos y calidad del aire sigue variando 
enormemente de un país a otro, lo que implica que en algunas regiones las 
regulaciones son adecuadas, mientras que en otros son escasas o inexis-
tentes, por lo que se convierte en un determinante legal para la salud y vida 
de los ciudadanos.
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Por lo tanto, se debe trabajar en los tres aspectos expuestos en este 
documento. En primer lugar, es importante garantizar que el diseño de 
los vehículos se ajuste a una serie de normas internacionales sobre se-
guridad vehicular ampliamente reconocidas, como los Acuerdos de 1958 
y 1998, con la finalidad de preservar la vida, la salud y el medio ambiente 
sano de los ciudadanos. En segundo lugar, y en virtud de las normas inter-
nacionales de derechos humanos, los Estados deben garantizar y proteger 
los derechos incluidos en los distintos instrumentos internacionales, en 
particular en lo relacionado con la injerencia y el daño producido por el 
sector privado. Para ello, es esencial adoptar y aplicar un sólido marco ju-
rídico que permita a las empresas respetar los derechos a la vida, la salud, 
la integridad personal y el medio ambiente sano, dando especial énfasis a 
los grupos vulnerables como niños, niñas y adolescentes Finalmente, y no 
menos importante, la industria automotriz debe velar porque los vehícu-
los incluyan las tecnologías necesarias —que salvan vidas y permiten re-
ducir la emisión de efectos contaminantes— cuando se venden en países 
donde la reglamentación es escasa o inexistente, y además deben asumir 
las obligaciones que el derecho internacional de los derechos humanos ha 
desarrollado, bajo los deberes de llevar actividades de debida diligencia y 
prevención.

Los Estados como Colombia tienen la posibilidad y también el com-
promiso de adherirse a los acuerdos internacionales de seguridad vehicu-
lar, que pueden mejorar la vida y la salud de las personas al requerir a las 
industrias el cumplimiento de regulaciones técnicas. Hacerlo representa 
una mayor protección de los derechos a la salud, la vida y el medio ambiente 
sano y, por lo tanto, un mayor cumplimiento de otras obligaciones del de-
recho internacional de los derechos humanos, como  los Objetivos del 
Desarrollo Sostenible 2030.
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